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MEMORIA DEL ANÁLISIS DE IMPACTO NORMATIVO DEL PROYECTO DE REAL DECRETO POR EL QUE SE APRUEBA EL ESTATUTO DE LA PROFESIÓN DE GESTOR ADMINISTRATIVO


RESUMEN EJECUTIVO
	Ministerio/Órgano proponente


	Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública/ Secretaría de Estado de Función Pública
	Fecha
	01/07/2026

	Título de la norma
	Proyecto de Real Decreto por el que se aprueba el Estatuto de la profesión de Gestor Administrativo

	Tipo de Memoria
	Normal                      Abreviada  XaskdjflajdsflX
xxXaskdjflajdsflX


	 OPORTUNIDAD DE LA PROPUESTA

	Situación que se regula
	El Estatuto de la profesión de Gestor Administrativo fue aprobado por primera vez en España mediante Decreto 424/1963, de 1 de marzo.
	
Tras este texto inicial, el Estatuto ha sido objeto de cinco modificaciones, la última el 12 de diciembre de 1998, hace veintiséis años. 
	
Debido al transcurso del tiempo y a la evolución del ejercicio de la profesión de Gestor Administrativo, resulta necesario actualizar el Estatuto adaptándolo a las necesidades del siglo XXI, a petición del Pleno del Consejo General de Colegios de Gestores Administrativos de España.

El estatuto regula la definición de los gestores administrativos, la formación previa obligatoria para ejercer la profesión, el ejercicio profesional de forma societaria, los derechos de los colegiados, la nueva figura del gestor de oficio, el uso de medios electrónicos, la organización de los colegios profesionales, los honores y recompensas y el régimen sancionador.  

	Objetivos que se persiguen
	Modernizar el marco jurídico de la profesión de gestores administrativos, adaptándolo a las modificaciones incorporadas a la Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre los Colegios Profesionales, por las leyes 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, y 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.  Asimismo, adapta su contenido al principio de igualdad y la representación paritaria y presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos colegiados.


	Principales alternativas consideradas
	Se valora positivamente la regulación frente a la inactividad regulatoria.

	 CONTENIDO Y ANÁLISIS JURÍDICO

	Tipo de norma
	  Real Decreto

	Estructura de la Norma 
	Consta de preámbulo, un artículo único de aprobación del estatuto, una disposición derogatoria única, una disposición final primera de salvaguarda de las competencias de las comunidades autónomas, una disposición final segunda de título competencial y una disposición final tercera de entrada en vigor. 
El texto donde se recoge el estatuto se estructura en siete capítulos y está formado por sesenta y siete artículos, dos disposiciones adicionales y una disposición transitoria única. 

	Informes recabados
	El proyecto de real decreto cuenta con los siguientes informes: 

· [bookmark: _Hlk219453549]Informe de la Abogacía del Estado del departamento de fecha 14/08/2026.  

· Informe del Ministerio de Política Territorial y Memoria Democrática relativo a la distribución de las competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas, previsto en el artículo 26.5. 6º de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, de fecha 31/07/2026.

· Certificado de la Secretaría del Consejo General de Colegios de Gestores Administrativos, de fecha 16/04/2025.

· Informe de la Oficina de Coordinación y Calidad Normativa del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes, en aplicación del artículo 26.9 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre del Gobierno, de fecha xx/xx/xx.

· Informe de la Secretaría General Técnica del Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública, de acuerdo con lo previsto en el artículo 26.5, párrafo cuarto, de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, de fecha xx/xx/xx.
 
· Dictamen del Consejo de Estado, de fecha xx/xx/xx.


	Trámite de consulta pública
	Conforme a lo establecido en el artículo 26.2 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, se ha prescindido del trámite de consulta pública previa previsto en dicho apartado dado que la propuesta normativa no tiene un impacto significativo en la actividad económica, tal y como se justifica en el apartado V de esta memoria.

	Trámite de audiencia/Información pública
		En relación con el trámite de audiencia e información pública se sustanció en cumplimiento de lo establecido en el artículo 26.6 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, a través del portal de internet del Ministerio de Transformación Digital y de la Función Pública, entre los días xx y xx (15 días hábiles).




	ANÁLISIS DE IMPACTOS

	ADECUACIÓN AL ORDEN DE COMPETENCIAS
	El proyecto se adecua al orden de distribución de competencias y se dicta al amparo del artículo 149.1 18ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva para dictar las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, en la medida en la que los Colegios Profesionales, como Corporaciones de Derecho Público, participan de las Administraciones Públicas.

La Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio (LCP), por la que se transpuso la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, los Colegios Profesionales se relacionen con la Administración a través del Departamento ministerial competente. En concreto su artículo 6.2, establece que “los Consejos Generales elaborarán, para todos los Colegios de una misma profesión, y oídos éstos, unos Estatutos generales, que serán sometidos a la aprobación del Gobierno, a través del Ministerio competente. 
En la misma forma, se elaborarán y aprobarán los Estatutos en los Colegios de ámbito nacional” y el apartado 5 del referido artículo 6 señala que “la modificación de los Estatutos generales y de los particulares de los Colegios exigirá los mismos requisitos que su aprobación”, en fin la disposición transitoria primera de la LCP establece que las disposiciones reguladoras de los Colegios Profesionales y de sus Consejos Superiores y los Estatutos de los mismos existentes con anterioridad a la LCP continuarán vigentes en todo lo que no se oponga a lo dispuesto en la LCP.

El Real Decreto 210/2024, de 27 de febrero, por el que se establece la estructura orgánica básica del Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública determina que corresponde la competencia relacional con la profesión titulada de gestor administrativo a la secretaria de Estado de Función Pública.

Por consiguiente, corresponde al Consejo de Ministros, mediante Real Decreto, aprobar su modificación, a propuesta de su Consejo General, siendo el Ministerio proponente de dicha norma este departamento.

	IMPACTO ECONÓMICO Y PRESUPUESTARIO
	Efectos sobre la economía en general.
	
El real decreto no supone incremento de gasto público ni la creación de cargas administrativas.


	
	En relación con la competencia
	       La norma no tiene efectos significativos sobre la competencia.Xx

Xx

       La norma tiene efectos positivos sobre la competencia.


       La norma tiene efectos negativos sobre la competencia.

	
	Desde el punto de vista de las cargas administrativas.
	       Supone una reducción de cargas administrativas.

Cuantificación estimada_________€
127.375 €

       Incorpora nuevas cargas administrativas. 
Cuantificación estimada 127.375 €


       No afecta a las cargas administrativas

	
	Desde el punto de vista de los presupuestos, la norma

       Afecta a los presupuestos de la Administración General del Estado. 


       Afecta a los presupuestos de otras Administraciones Territoriales.

	         Implica un gasto: _________€. 



         Implica un ingreso. 


         Implica un impacto neutro. 


	IMPACTO DE GÉNERO
	La norma tiene un impacto de género
	Negativo        

Nulo     

Positivo                 


	IMPACTO EN IGUALDAD DE TRATO Y NO DISCRIMINACIÓN
	La norma tiene un impacto de género
	Negativo        

Nulo     

Positivo      


	IMPACTO EN LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA
	La norma no tiene impacto en la infancia y la adolescencia.

	IMPACTO EN LA FAMILIA
	La norma no tiene impacto en la familia.

	IMPACTO POR RAZÓN DE CAMBIO CLIMÁTICO
	La norma no tiene impacto por razón de cambio climático y la transición energética.

	OTROS IMPACTOS CONSIDERADOS
	
La norma carece de impacto por razón de oportunidades y accesibilidad universal de las personas con discapacidad

	EVALUACIÓN EX POST
	De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 25.2 y 28.2 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, y en el artículo 3 del Real Decreto 286/2017, de 24 de marzo, por el que se regulan el Plan Anual Normativo y el lnforme Anual de Evaluación Normativa de la Administración General del Estado y se crea la Junta de Planificación y Evaluación Normativa, este Departamento considera que esta norma no reúne los requisitos que determinan la necesidad de su sometimiento al análisis de los resultados de su aplicación, regulado en la citada normativa
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 MEMORIA
Se emite la presente memoria en cumplimiento de lo dispuesto en el Título V de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, y en el Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre, por el que se regula la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, así como lo contemplado en su Guía Metodológica, aprobada por acuerdo de Consejo de Ministros de 11 de diciembre de 2009. 

I.- OPORTUNIDAD DE LA PROPUESTA
1. Motivación

El Estatuto de la profesión de Gestor Administrativo fue aprobado por primera vez en España mediante Decreto 424/1963, de 1 de marzo.
	
Tras este texto inicial, el Estatuto ha sido objeto de cinco modificaciones, la última el 12 de diciembre de 1998, hace veintiséis años. 
	
Debido al transcurso del tiempo y a la evolución del ejercicio de la profesión de Gestor Administrativo, resulta necesario actualizar el Estatuto adaptándolo a las necesidades del siglo XXI, a petición de la Comisión Ejecutiva del Consejo General de Colegios de Gestores Administrativos de España.

El estatuto regula la definición de los gestores administrativos, la formación previa obligatoria para ejercer la profesión, el ejercicio profesional de forma societaria, los derechos de los colegiados, la nueva figura del gestor de oficio, el uso de medios electrónicos, la organización de los colegios profesionales, los honores y recompensas y el régimen sancionador.

2. Objetivos.

Dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 6.2 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

3. Alternativas

La inactividad regulatoria en este ámbito conduciría a la perpetuación de una obsolescencia de la regulación de este colectivo, cuyos Estatutos son producto de una normativa preconstitucional y desactualizada. 
La alternativa de una modificación limitada de los Estatutos vigentes se ha descartado, dado el alcance de las modificaciones que habrían de acometerse, que obligaría a modificar prácticamente la totalidad de sus artículos. A título de ejemplo de regulación desfasada puede citarse la referencia a normativa derogada, los requisitos de acceso a la profesión, la inadaptación a la nueva Ley de Colegios Profesionales especialmente en lo que respecta al funcionamiento de la organización colegial, la ausencia de regulación respecto al ejercicio en forma societaria, la falta de coherencia del régimen de recursos frente a los actos de la organización colegial, la ausencia de regulación relativa a la colaboración con las administraciones públicas o la actualización del régimen disciplinario. 
Se ha optado, por tanto, por la aprobación de unos Estatutos que sustituyan los anteriores, por razón del radical cambio experimentado. 
No existen alternativas regulatorias en cuanto al rango de la norma proyectada, puesto que, de acuerdo con el artículo 9.1 b) de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, corresponde a los Consejos Generales elaborar los Estatutos generales de los Colegios, así como los suyos propios para todos los Colegios de una misma profesión, en este caso la de Gestor Administrativo deberán ser sometidos a la aprobación del Gobierno, por lo que su regulación debe llevarse a cabo mediante real decreto.


4. Adecuación a los principios de buena regulación
El presente real decreto se adecúa a los principios de buena regulación previstos en el artículo 129.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. En concreto, se han respetado los principios de necesidad, eficacia y proporcionalidad, al contener la regulación imprescindible y con el rango necesario para la consecución del objetivo previamente mencionado, sin incremento de gasto público y sin restringir derechos de la ciudadanía ni imponerles obligaciones directas. Al ser acorde con la normativa en materia de Colegios profesionales, este real decreto refuerza el principio de seguridad jurídica. 

Con respecto al principio de transparencia, la tramitación se ha ajustado a lo establecido en el artículo 26 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, particularmente en lo relativo a la realización de los trámites de audiencia e información pública. 

Respecto al trámite de consulta pública previa, y conforme a lo establecido en el artículo 26.2 de la citada ley, se ha prescindido del mismo dado que la propuesta normativa, de carácter organizativo, no tiene un impacto significativo en la actividad económica.

Por último, con respecto al principio de eficiencia, el real decreto no supone la creación de cargas administrativas ni comporta incremento del gasto público.

5. Plan anual normativo.
El proyecto no está incluido en el Plan anual normativo

6. Vinculación de la norma con la aplicación del fondo de recuperación.
El proyecto no está vinculado con el fondo de recuperación

II.- CONTENIDO
1.  Estructura
Consta de preámbulo, un artículo único de aprobación de los Estatutos una disposición derogatoria única, tres disposiciones finales y el texto donde se recogen los mencionados estatutos.
2. Contenido
El preámbulo expone el marco jurídico en el que se basa la elaboración y aprobación del Estatuto.
Mediante el artículo único se aprueba el Estatuto de la profesión de Gestor Administrativo.
En la disposición derogatoria única se deroga el Decreto 424/1963, de 1 de marzo, por el que se aprueba el Estatuto de la profesión de Gestor Administrativo. así como cuantas otras disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en el proyecto. 
La disposición final primera recoge la salvaguarda de las competencias de las comunidades autónomas.
La disposición final segunda recoge la competencia exclusiva del Estado para dictar las bases del régimen jurídico de la Administración Pública al amparo del artículo 149. 1.18ª de la Constitución Española.
La disposición final tercera establece el momento de entrada en vigor de la norma a los veinte días al  de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.
A continuación, se recoge el texto con el Estatuto General de la profesión de Gestor Administrativo.

3. Principales novedades.

-Se actualiza la definición de los Gestores Administrativos, y se establece como novedad que los acuerdos, decisiones y actos de los Colegios se regirán por lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba la Ley General para la defensa de los consumidores y usuarios y otras leyes complementarias.
	
-Se establece la obligatoriedad de superar un Máster Universitario en Gestión Administrativa. Además, para poder adquirir el título profesional de Gestor Administrativo, se debe solicitar y acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en estos Estatutos ante la organización colegial competente y, en cuanto a la expedición del título, el encargado de tal tarea será el ministerio de adscripción o la administración competente.

- De conformidad con el artículo 24 de la Ley 39/2015, se establece, en el artículo 5, un régimen de silencio negativo respecto a las solicitudes de expedición del título profesional porque su estimación podría tener como consecuencia que se transfiriesen al solicitante, aún sin reunir los requisitos exigidos, facultades o funciones vinculadas con la gestión relativa al servicio público a través de su vinculación con la Administración corporativa. 

-Se establece que los Colegios Oficiales expedirán la correspondiente acreditación sobre su incorporación y situación de ejercicio al Colegio al que se hayan adscrito.
	
-Se incluye el ejercicio profesional de forma societaria, siempre y cuando el Gestor Administrativo tenga carácter de colegiado ejerciente y tenga el control efectivo de la sociedad.
	
-Los derechos recogidos en el artículo 25 del anterior Estatuto, pasan ser exclusivos de los colegiados ejercientes por pura coherencia con el contenido del precepto.
	
Asimismo, se crea la figura del gestor de oficio con el objetivo de prestar servicios propios de la gestoría administrativa de manera gratuita a aquellas personas con escasos recursos, siempre y cuando el gestor esté dado de alta como Gestor de Oficio.
	
A este respecto, deberán ser los Colegios Profesionales quienes establezcan uno o más turnos de oficio y será la Junta de Gobierno de cada Colegio Profesional quien establezca si la prestación personal de los profesionales incluidos en el turno de oficio es remunerada o gratuita. No obstante, los suplidos siempre serán abonados en el caso de intervención en el turno de oficio con carácter gratuito.
	
-Sobre el uso de medios electrónicos, de acuerdo con la Ley 39/2015, se incluye que los Gestores Administrativos asistirán a los interesados que así lo soliciten a través de medios electrónicos.
	
-Se incluye a la Junta de Gobierno como órgano regidor de los Colegios Profesionales, junto con los ya establecidos históricamente en el Estatuto. Además, respecto a las Juntas de Gobierno, se establece que éstas deberán estar reguladas por los Estatutos particulares de cada Colegio Profesional.
	
-Los Honores y Recompensas, se modifican y obtendrán un carácter personal y vitalicio.
	
-Se incluye por primera vez una serie de infracciones denominadas como muy graves. A su vez, se crean nuevos artículos referentes al régimen sancionador. 
	
-Se establece el carácter supletorio para los artículos 34 al 46 del presente Estatuto, en defecto de legislación autonómica aplicable conforme a lo establecido en el artículo 149 de la Constitución Española.


III.- ANÁLISIS JURÍDICO

1.-Fundamento jurídico y rango normativo:

El artículo 9.1.b) de la Ley sobre Colegios Profesionales, establece que corresponde a los Consejos Generales elaborar los Estatutos generales de los Colegios, así como los suyos propios que serán sometidos a la aprobación del Gobierno, a través del Ministerio competente. 
Todo ello conforme a lo previsto en Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, por la que se transpuso la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, los Colegios Profesionales se relacionen con la Administración a través del Departamento ministerial competente

En concreto su artículo 6.2, establece que “los Consejos Generales elaborarán, para todos los Colegios de una misma profesión, y oídos éstos, unos Estatutos generales, que serán sometidos a la aprobación del Gobierno, a través del Ministerio competente. 

En la misma forma, se elaborarán y aprobarán los Estatutos en los Colegios de ámbito nacional” y el apartado 5 del referido artículo 6 señala que “la modificación de los Estatutos generales y de los particulares de los Colegios exigirá los mismos requisitos que su aprobación”, en fin la disposición transitoria primera de la LCP establece que las disposiciones reguladoras de los Colegios Profesionales y de sus Consejos Superiores y los Estatutos de los mismos existentes con anterioridad a la LCP continuarán vigentes en todo lo que no se oponga a lo dispuesto en la LCP.

Elaborados, por dicho Consejo General, los indicados Estatutos y verificada por la Secretaría de Estado de Función Pública su adecuación a la legalidad procede continuar la tramitación conforme a lo previsto en la Ley del Gobierno.

El rango normativo de la propuesta es el de real decreto, que habrá de ser sometido a la aprobación del Consejo de Ministros una vez ultimada su tramitación administrativa.

2.- Congruencia con el ordenamiento jurídico español.

Desde la aprobación del Estatuto General de la profesión de gestor administrativo, mediante Decreto 424/1963, de 1 de marzo, el marco normativo regulador de los Colegios Profesionales ha experimentado reformas sustanciales, como consecuencia de los cambios introducidos, entre otras, por la Ley 2/2007, de 15 de marzo, de Sociedades Profesionales.

3.-Congruencia con el Derecho de la Unión Europea.

Del mismo modo, la incorporación al ordenamiento jurídico español de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios del Mercado Interior, mediante la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, ha provocado la reforma de la propia Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales, en los términos establecidos en la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

4.-Derogación de normas.

Queda derogado el Decreto 424/1963, de 1 de marzo, por el que se aprueba el Estatuto General de la profesión de Gestor Administrativo, así como cuantas otras disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en este real decreto. 

5.-Entrada en vigor y vigencia.

La norma entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

IV.- ADECUACIÓN DE LA NORMA AL ORDEN DE DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS
1. Títulos competenciales: identificación del título prevalente
El proyecto se adecua al orden de distribución de competencias y se dicta al amparo del artículo 149.1.18 de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva para dictar las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, en la medida en la que los Colegios Profesionales, como Corporaciones de Derecho Público, participan de las Administraciones Públicas

2. Cuestiones competenciales más relevantes que suscita el proyecto.
El proyecto no suscita cuestiones de carácter competencial. No obstante, incluye una disposición final que salvaguarda de las competencias de las Comunidades Autónomas en relación a los colegios y consejos autonómicos que se constituyan en sus respectivos ámbitos territoriales.

3. Participación autonómica y local en la elaboración del proyecto

V.- DESCRIPCIÓN DE LA TRAMITACIÓN
El marco normativo regulador de los Colegios Profesionales ha experimentado reformas sustanciales, como consecuencia de los cambios introducidos, entre otras, por la Ley 2/2007, de 15 de marzo, de Sociedades Profesionales. Asimismo, la incorporación al ordenamiento jurídico español de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios del Mercado Interior, mediante la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, ha provocado la reforma de la propia Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales, en los términos establecidos en la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

Por todo ello, se remitió texto del Proyecto de Estatuto elaborado por el Consejo General y aprobado en Asamblea General el XX/XX/XX, que se somete, entre otros, a los trámites de audiencia e información pública. Conforme a lo establecido en el artículo 26.2 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, se ha prescindido del trámite de consulta pública previa previsto en dicho apartado dado que la propuesta normativa no tiene un impacto significativo en la actividad económica.

Asimismo, se han recabado los informes de: 


· Certificado de la Secretaría del Consejo General de Colegios de Gestores Administrativos, de fecha 16/04/2025.

· Informe de la Secretaría General Técnica del Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública, de acuerdo con lo previsto en el artículo 26.5, párrafo cuarto, de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, de fecha xx/xx/xx.

· Ministerio de Política Territorial y Memoria Democrática de acuerdo con lo previsto en el artículo 26.5, párrafo sexto, de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre.

· Oficina de Coordinación y Calidad Normativa del Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes, en aplicación del artículo 26.9 de la Ley del 50/1997, de 27 de noviembre. Informe de XX de XX 202 posterior a su envío para dictamen al Consejo de Estado.

· Informes de las Secretarías Generales Técnicas de los siguientes ministerios, previsto en el artículo 26.5, apartado 1 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno:
· Ministerio de Política Territorial y Memoria Democrática

· Dictamen del Consejo de Estado

ANÁLISIS DE IMPACTOS
1. Impacto económico
a) Impacto económico general.
El proyecto de Real Decreto no supone incremento de gasto público ni la creación de carga administrativas

b) Efecto sobre la competencia, la unidad de mercado y la competitividad.

No presenta impacto sobre la competencia.
2. Impacto presupuestario
a) Impacto en los Presupuestos Generales del Estado.
El proyecto no tiene incidencia en los Presupuestos Generales del Estado.

b) Impacto presupuestario en las comunidades autónomas o entidades locales.

El proyecto normativo no supone variaciones de gasto para las comunidades autónomas y/o entidades locales al no derivarse del mismo una disminución ni aumento en la recaudación de tributos cedidos a las comunidades autónomas, por lo que la norma no tiene impacto presupuestario en este sentido.

c) Impacto que tendrá para la ciudadanía y para la Administración el desarrollo o uso de los medios y servicios de la Administración digital que conlleve la norma. 

El proyecto tiene un impacto positivo para la ciudadanía y para la Administración en el uso de los medios y servicios de Administración digital al disponer expresamente, en el artículo 25, que los gestores administrativos colegiados y los colegios oficiales asistirán en el uso de medios electrónicos a los interesados que así lo soliciten, cuando no estén obligados a relacionarse por medios electrónicos, especialmente en lo referente a la identificación, presentación electrónica de documentos y firma electrónica.


3. Análisis de las cargas administrativas
La entrada en vigor de este real decreto producirá unas cargas administrativas anuales que se cuantifican en un importe estimado total de CIENTO VEINTISIETE MIL TRESCIENTOS SETENTA Y CINCO EUROS (127.375 €) y esto conforme al siguiente desglose: 



	PROYECTO DE REAL DECRETO POR EL QUE SE APRUEBA EL ESTATUTO DE LA PROFESIÓN DE GESTOR ADMINISTRATIVO 

	Obligaciones de tipo administrativo (Tabla I del Método Simplificado)
	Artículo
	Tipo carga
	Coste unitario
	Frecuencia
	Población
	Coste anual

	Presentación electrónica de documentos, facturas o requisitos (solicitud de expedición del título profesional).
	5.3
	7
	4€x6
	1
	239
	956 €

	Presentación convencional de documentos, facturas o requisitos (solicitud de expedición del título profesional).
	5.3
	4
	5€x6
	1
	49
	245 €

	Presentar una solicitud electrónica (solicitud de incorporación a un colegio profesional).
	7.1
	2
	5€
	1
	316
	1.580 €

	Presentar una solicitud presencialmente (solicitud de incorporación a un colegio profesional).
	7.1
	1
	80€
	1
	90
	7.200 €

	Presentación de una comunicación electrónicamente (Comunicación cambio domicilio profesional)
	13
	6
	2€
	1
	7
	14 €

	Obligación de conservar documentos
	15.2
	11
	20€
	1
	5.869
	117.380 €

	TOTAL CARGAS ADMINISTRATIVAS 
	127.375 €



En tal sentido, es necesario referenciar una cuestión esencial y, en concreto, que dichas cargas administrativas ya existían en el texto estatutario anterior pues en definitiva se focalizan en los procedimientos de solicitud del título profesional de Gestor Administrativo y de colegiación, de comunicación de un cambio de domicilio profesional, así como la obligación de conservar documentos.
4. Impacto por razón de género
Conforme a lo previsto en el artículo 19 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombre, y del artículo 2.1.f) del Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre, este departamento considera que ninguna de las previsiones del proyecto establece ningún tipo de preferencia, ventaja, prelación o diferencia por razón de sexo. 
Por otro lado, la incorporación a nuestro ordenamiento jurídico de Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo para la igualdad efectiva de mujeres y hombres; la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación, la Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y efectiva de las personas trans y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI, y la actualización de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales, a la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto, de representación paritaria y presencia equilibrada de mujeres y hombres, permite establecer un impacto de género positivo a favor de la representación femenina en la profesión. 
5. Impacto en la infancia y adolescencia
El análisis del impacto en la infancia y adolescencia se lleva a cabo en virtud del artículo 22 quinquies de la Ley Orgánica 11/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y del artículo 2.1.f) del Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre, no considerándose que la norma tenga impacto en este sentido.
6. Impacto en la familia
El análisis del impacto en la familia se lleva a cabo en cumplimiento de la disposición adicional décima de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las Familias Numerosas, y del artículo 2.1.f) del Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre, no considerándose que la norma tenga impacto en este sentido.
7. Impacto por razón de cambio climático.
La norma no tiene impacto sobre el cambio climático.
8.-Otros impactos.
La norma carece de impacto por razón de oportunidades y accesibilidad universal de las personas con discapacidad 
VI.- EVALUACIÓN EX POST

De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 25.2 y 28.2 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, y en el artículo 3 del Real Decreto 286/2017, de 24 de marzo, por el que se regulan el Plan Anual Normativo y el lnforme Anual de Evaluación Normativa de la Administración General del Estado y se crea la Junta de Planificación y Evaluación Normativa, este Departamento considera que esta norma no reúne los requisitos que determinan la necesidad de su sometimiento al análisis de los resultados de su aplicación, regulado en citada normativa.
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